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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-52/2012.
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por los integrantes de la entidad XXXXX, contra la sociedad “XXXXX”, sobre impugnación de acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 16 junio de 2012 
ANTECEDENTES DE HECHO

Con fecha 16 de julio de 2012 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por los comuneros de la entidad XXXXX, en la que reclamaban la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 16 de junio de 2012, el cual ratificaba uno anterior del Consejo Rector de la cooperativa “XXXXX”, adoptado el 23 de diciembre de 2011, por el que se imponía la sanción de expulsión por la comisión de una falta consistente en no aportar la cosecha de uva sin acreditar causa justificativa.  
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 28 de septiembre de 2012, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 10 de abril de 2013 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció el demandante personalmente, otorgando representación en ese momento a D. XXXXX, Letrado adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Albacete con el número XXX; por parte de la cooperativa compareció el Letrado D. XXXXX, quien aportó poder para pleitos concedido por la entidad demandada, autorizado por el notario de Cuenca, XXX, con el número XXX de su protocolo. 
En la referida comparecencia la parte demandante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, aportando además nota instructa que se incorporó al expediente arbitral y de la que, asimismo, se dio traslado a la parte contraria. En síntesis, el objeto de la cuestión litigiosa quedó fijado, en primer lugar, en la solicitud de nulidad de la Asamblea General celebrada el 16 de junio de 2012 por infracción de las normas establecidas para su constitución, funcionamiento y aprobación del acta y, en segundo lugar, en la impugnación de la Resolución del Consejo Rector de 23 de diciembre de 2011 por la que se imponía la sanción de expulsión a la entidad XXXXX

Por parte de la cooperativa se procedió igualmente a ratificar de forma íntegra el contenido del escrito de contestación aportado en su día, oponiéndose a los defectos alegados de contrario en relación con la Asamblea de 16 de junio al afirmar que en el Acta de la misma se hizo constar la lista de socios asistentes, que se inició con un número de socios que cubría el mínimo legalmente establecido y que en la aprobación del Acta se cumplieron los requisitos legales; asimismo reiteró que era ajustada a derecho la sanción objeto de impugnación.  

Abierta la fase de proposición de prueba, se admitieron para su práctica las que así constan en el expediente -todas ellas de carácter documental-, con el resultado que asimismo figura en el mismo. Por otra parte, habiendo acordado las partes la realización por escrito del preceptivo trámite de conclusiones, y habiéndolo considerado asimismo oportuno el árbitro que suscribe en virtud de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, se les requirió mediante sendas notificaciones de fecha 2 de julio y 30 de julio de 2013 el cumplimiento del referido trámite. Es preciso indicar en este momento que, si bien por parte de la demandante se aportó con fecha 12 de julio el escrito solicitado, hasta la fecha no se tiene constancia de la presentación por parte de la cooperativa de sus respectivas conclusiones, pese a que figura en el expediente notificado de forma correcta y efectiva su requerimiento. En cualquier caso esta circunstancia no paraliza la tramitación del expediente arbitral ni impide su resolución mediante el presente Laudo.

En el escrito de conclusiones presentado el demandante insistió en la existencia de determinados defectos formales en la Asamblea de 16 de junio de 2012 que, por su trascendencia, deberían acarrear la nulidad de todo lo acordado en la misma, defectos referidos a la ausencia en el Acta de la relación de asistentes y de los socios representados, así como referidos a la forma de su aprobación, añadiendo también la existencia de vicios formales en relación con el contenido del acta del Consejo Rector en el que se acordó la imposición de la sanción recurrida; respecto del fondo del asunto se señaló la falta de práctica durante la tramitación del expediente sancionador de alguno de los medios de prueba propuestos, que una Comunidad de Bienes no puede ser sujeto –por su propia naturaleza- de una sanción y, por último, que está debidamente acreditada la imposibilidad de aportar cosecha alguna por la existencia de un contrato de arrendamiento que afecta a las explotaciones de las que es titular, añadiendo que esa es una práctica generalizada en el seno de la cooperativa. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Del análisis de los antecedentes de hecho del presente Laudo puede afirmarse que la controversia gira en torno a la discrepancia existente entre el solicitante de arbitraje y la entidad cooperativa respecto a si puede considerarse ajustada a derecho la sanción de expulsión impuesta. No obstante, siguiendo el orden de motivos de impugnación recogidos en la demanda, es preciso comenzar analizando los defectos formales en los que, según el solicitante de arbitraje, incurre la Asamblea General de 16 de junio de 2012, la cual ratifica la decisión del Consejo Rector de desestimar el recurso previamente interpuesto contra la referida sanción. En cualquier caso, con carácter previo, se estima oportuno efectuar una serie de aclaraciones o matizaciones: la Ley de Cooperativas no prevé en precepto alguno la posibilidad de impugnar, como tal, una Asamblea General o una reunión del Consejo Rector. Si se examinan los preceptos de estas acciones impugnatorias, concretamente los artículos 54 y 68, en los mismos lo que se regula es la impugnación de acuerdos "de la asamblea general" (art. 54) o acuerdos "del Consejo Rector" (art. 68), exclusivamente. No obstante, es cierto que la infracción legal o estatutaria que se alegue puede producirse respecto de las normas que regulan la convocatoria, constitución o celebración de las asambleas o de las reuniones de los consejos rectores; incluso en estos casos también puede ocurrir que, o bien se trate de un motivo de nulidad o anulabilidad que afecte exclusivamente a determinados acuerdos (por ejemplo, infracción del derecho de información respecto de un determinado punto del orden del día), supuesto este en el que los demás asuntos tratados y aprobados en la Asamblea que no estén relacionados con esa infracción legal o estatutaria no están afectados por el motivo de nulidad, o bien que la infracción legal o estatutaria de las normas reguladoras de la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea General o de la reunión del Consejo Rector afecte de forma general a la totalidad de los acuerdos adoptados por estar viciada de raíz la propia celebración de la Asamblea o del Consejo (así ocurre, por ejemplo, cuando la convocatoria no se ha publicado con los medios y con los plazos de antelación exigidos en la ley). En cualquier caso se trata siempre de defectos extrínsecos, que afectan a la validez del acuerdo no por su contenido, sino por las circunstancias en que tal acuerdo ha sido adoptado. Es en estos supuestos de vicios en la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea General cuando se habla de su nulidad pero, en realidad, lo que es nulo o anulable, es decir, lo que la ley prevé que puede impugnarse no es "la Asamblea" o "el Consejo Rector" -ni siquiera la "convocatoria"- sino los acuerdos adoptados en tal asamblea o consejo a los que se refiere la convocatoria realizada sin observar las exigencias legales o estatutarias. Por tanto, lo que se pretende al alegar los defectos formales vistos anteriormente es que se declare la nulidad de la totalidad de los acuerdos sociales adoptados en la Asamblea General de la cooperativa celebrada el 16 de junio de 2012 por vicios en su constitución, los cuales podrían suponer –en opinión de quien los denuncia- vulneraciones de las ley y de los estatutos sociales.
Dejado sentado lo anterior conviene señalar que, a la hora de proceder a la fiscalización de los requisitos que deben concurrir en la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea, se ha de proceder en la medida de lo posible con la debida ponderación, con objeto de no privar de efectos a los acuerdos o decisiones adoptados por aquélla que no se vean afectados por los vicios alegados, evitando así dificultar el propio funcionamiento de la entidad, todo ello sin perjuicio de dejar al margen aquellos supuestos en los que los defectos sean realmente de tal magnitud que los acuerdos carezcan de validez por las circunstancias que concurrieron en su adopción, tal y como se ha indicado en el párrafo precedente. 

Teniendo en  cuenta esto último, se ponen de manifiesto en el escrito que dio comienzo al presente procedimiento y en el posterior de conclusiones distintos defectos formales, literalmente los siguientes: 1.- que “con carácter previo al inicio de la asamblea no se confeccionó la lista de asistentes, ni tampoco se examinaron las representaciones de los socios”; 2.- que “se vulneró el contenido del artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas de 2010 en cuanto a la aprobación del acta de la asamblea”; 3.- por último, que no se hizo constar en el acta de la reunión del Consejo Rector que acordó la imposición de la sanción el contenido de ésta. Respecto del primer grupo de defectos alegados se constata, a la vista de la documentación aportada como prueba al expediente arbitral 51/2012, con el que éste está íntimamente vinculado, que la referida relación de asistentes no sólo existe en realidad, sino que en la misma figuran las firmas de los que, habiendo sido convocados previamente, asistieron de forma efectiva a la Asamblea. Por otra parte, también hay que destacar que se acompañaban –en contra de lo afirmado por la parte demandante- las representaciones otorgadas por los socios que no pudieron asistir a la Asamblea, estando todas ellas perfectamente documentadas en el expediente. Existiendo, por tanto, este material probatorio, no puede considerarse que la existencia de un escrito –concretamente el nº 6 de los aportados junto con la solicitud de arbitraje – en el que consta la negativa de D. XXXXX a firmar el acta por la inexistencia de estos documentos pueda desvirtuar lo que de forma material consta en el expediente, mucho más si en el mismo no se dispone de la ratificación del contenido del referido escrito por su autor. Pero es que, además, existe otro obstáculo que impide la declaración de nulidad de los acuerdos adoptados por estos motivos: el representante de la entidad sancionada pudo alegar todos estos defectos en la celebración de la propia Asamblea y sin embargo no lo hizo, siendo ese el momento en el que se debían haber hecho por su parte las objeciones relativas a la ausencia de confección de la lista de asistentes. En este sentido hay que tener en cuenta que, cuando las infracciones legales que sustentan una acción de impugnación de acuerdos sociales se refieren a las normas que regulan la constitución o celebración de una Asamblea General, en aras del respeto al principio de buena fe, es exigible que hayan sido manifestadas en el momento de constitución de la Asamblea o, de referirse a la infracción de algún extremo ocurrido durante su celebración, que lo manifieste cuando la infracción efectivamente se cometió. En el supuesto que nos ocupa tal manifestación no se produjo por causas imputables al interesado, por lo que sería contrario a la buena fe pretender con posterioridad obtener la nulidad de todos los acuerdos sociales adoptados en base a los vicios que se alegan.
En consecuencia, teniendo en cuenta la necesaria ponderación antes apuntada entre los posibles defectos formales que pudieran existir y la entidad de los mismos, puede concluirse que no existe motivo suficiente que justifique la declaración de nulidad de la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea que nos ocupa, no pudiéndose estimar el primer grupo de defectos invocados. 
TERCERO: En relación con la vulneración del artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas, y con independencia de que su alegación debe correr necesariamente la misma suerte, merece un estudio diferenciado. Si bien es cierto que el Acta de la Asamblea, según lo establecido en el artículo citado anteriormente, debe ser aprobada como último punto del orden del día, el referido precepto prevé asimismo la posibilidad de que dicha aprobación pueda ser aplazada con la sola petición de la presidencia, regulando el párrafo siguiente los requisitos que deben concurrir en esa aprobación demorada, coincidentes con los que finalmente adoptó la cooperativa en el presente caso y que figuran asimismo en el artículo 30 de los estatutos sociales. Por tanto, tampoco nos encontramos ante un defecto invalidante o que pudiera conllevar la anulación de la Asamblea que nos ocupa.

En este sentido no es posible compartir el criterio de la parte solicitante de arbitraje respecto del cual la aprobación del acta de la Asamblea de forma diferida invalida la misma, convirtiendo dicho requisito en un trámite esencial. El procedimiento regulado en el artículo 52.3 de la Ley no tiene como finalidad dar validez a la propia Asamblea ni a los acuerdos adoptados en su seno, sino que se trata de una simple garantía de autenticidad de lo allí acontecido. De tal forma, sólo podría afectar a su validez si existieran dudas razonables o pruebas suficientes que llevasen al convencimiento de la verosimilitud de poder pensar que lo reflejado en el acta no coincide con lo que realmente sucedió en la Asamblea. Pero en el presente caso, tanto del escrito de demanda como del resto de documentos que lo acompañan no se plantean dudas sobre lo realmente acontecido en la Asamblea, sino que esa alegación no parece tener otro alcance que el posible incumplimiento de un requisito de forma relativo a la aprobación del acta, el cual -por lo visto hasta ahora- carece de trascendencia material alguna en el presente caso. 

En resumen, tampoco pueden estimarse las alegaciones en este sentido.   
CUARTO: Por último, respecto del defecto alegado en relación con el contenido del acta del acuerdo del Consejo Rector por no ser reflejo exacto asimismo de lo ocurrido, también debe correr la misma suerte que los anteriores. La redacción de las actas de las reuniones del Consejo Rector no es para la vigente Ley de Cooperativas –en opinión del árbitro que suscribe el presente Laudo- un requisito de validez de los acuerdos en ellas adoptados, es decir, no es una forma “ad solemnitaten” cuya inexistencia o inexactitud afecte a la validez de los mismos, sino que simplemente cumple funciones de constancia documental, de prueba. No es, en consecuencia, requisito ineludible la exigencia de exhaustividad en su redacción ni es obligatorio consignar el contenido literal de los acuerdos adoptados, bastando con una clara y precisa referencia a los mismos que sirva para identificarlos correctamente, siendo admisible una breve y somera referencia a su contenido y al resultado de las deliberaciones. 

En consecuencia,  tampoco puede estimarse el defecto alegado. 
 
QUINTO: Procede en este momento entrar a analizar el fondo del asunto planteado. No obstante, al ser varios los motivos por los que se considera que la sanción impuesta no es ajustada a derecho, para mayor claridad es conveniente estudiarlos por separado. 

Es preciso comenzar por el relativo a la ausencia de personalidad jurídica de las comunidades de bienes y, por extensión, su falta de capacidad para ser sujetos pasivos de una sanción. El motivo por el que se analiza en primer lugar es porque, de ser estimado, impediría entrar a analizar el resto de los consignados en la demanda. 
Atendiendo a la formación jurídica de los representantes de las partes personadas en el presente procedimiento no se considera necesario profundizar en el concepto de comunidad de bienes, el cual aparece recogido y regulado con detalle en los artículos 392 y siguientes del Código Civil. Tan sólo conviene apuntar que este tipo de comunidades se constituyen a través de un contrato en el que la propiedad de una cosa o un determinado derecho pasa a pertenecer a varias personas con objeto de proceder a su explotación o administración. Dejado sentado lo anterior, si tenemos en cuenta que la legislación cooperativa permite la posibilidad de que una comunidad de bienes pueda ostentar la condición de socio –como así ocurre en el presente caso- nada obsta a que también se les pueda considerar sujetos responsables por la posible comisión de aquéllas infracciones que se tipifiquen tanto en la Ley de Cooperativas como en los respectivos Estatutos Sociales. Es decir, de la misma forma que XXXXX, ha venido ostentando con naturalidad el conjunto de derechos que derivaban de su condición de socio de la cooperativa demandada, también se le debe reconocer su capacidad para convertirse en centro de imputación de responsabilidades y, como consecuencia de ello, de sanciones en caso de incumplimiento de la normativa de aplicación.
En relación con lo anterior, se indica en la contestación a la solicitud de arbitraje que la entidad XXXXX, figura desde el 31 de agosto de 2005 como socio de la cooperativa demandada, ostentando el número 196, sin que tal afirmación haya sido puesta en duda por la parte contraria; asimismo la cooperativa ha aportado en la fase de prueba los recibos agrarios correspondientes a las liquidaciones de uva de las campañas 2008-2009, 2009-2010 y 2010-2011, todos ellos expedidos a nombre de la referida comunidad de bienes. Por consiguiente, si la entidad sancionada ha venido desde el año 2005 asumiendo con normalidad los derechos y obligaciones vinculados a su cualidad de socio, no puede en estos momentos alegarse falta de capacidad para ser sujeto de la sanción que se le impone. Debe, por tanto, desestimarse el motivo alegado.

SEXTO: Otra  de las razones por las que la parte demandante no considera ajustada a derecho la decisión impugnada es la posible vulneración del principio de igualdad en el sentido de que no se había procedido a sancionar por parte de la cooperativa supuestos idénticos al que nos ocupa, es decir, que existían algunos casos en los que no se había entregado la cosecha de uva como consecuencia de tener firmados previamente algunos contratos de arrendamiento y, sin embargo, no constaba a la apertura y posterior resolución de expediente sancionador alguno.  

Conviene decir en este sentido que, en el seno un expediente sancionador, la equiparación de supuestos debe hacerse en todo caso dentro de la legalidad y exclusivamente entre actuaciones idénticas que sean conformes al ordenamiento jurídico, pero bajo ningún concepto fuera o al margen de la normativa de aplicación. Dicho de otro modo, no existe posibilidad de reclamar un trato igualitario fuera de la legalidad, ya que el carácter individual de la responsabilidad disciplinaria exige que cada cual responda por sus propias acciones, con independencia de lo que suceda con otros. Los hechos que nos ocupan podrán ser o no sancionables (más adelante lo veremos) en aplicación del principio de legalidad pero, en el caso de que efectivamente lo sean y, a la vez, quedara acreditada la afirmación del solicitante de arbitraje respecto de otros arrendamientos, nunca podría estimarse vulneración del derecho a la igualdad constitucionalmente reconocido aunque en el resto de casos no se hubiese impuesto sanción alguna. Por tanto, siempre que la actuación sea sancionable, ni aun tomando como cierta la afirmación de que existen otros socios que han incurrido en la misma conducta imputada al demandante, la falta de actuación de la cooperativa respecto de ellas afectaría a la sanción impuesta. En cualquier caso siempre existe la posibilidad de que el solicitante de arbitraje o cualquier otro socio pueda denunciar y actuar los medios jurídicos que correspondan frente a una hipotética inactividad de la cooperativa en supuestos como éste, si bien hay que insistir en que nunca tendría reflejo en la actual sanción si la misma fuera ajustada a derecho. 

Centrándonos en el supuesto que nos ocupa, de la documentación que obra en el expediente arbitral se constata la existencia de elementos de juicio que vienen a fundamentar la sanción impuesta, a saber:

a) El artículo 11.3 de los Estatutos Sociales vigentes en el momento en el que se producen los hechos enjuiciados establece de forma literal la obligación que asume todo socio de la cooperativa de “aportar el cien por cien de la cosecha obtenida de las explotaciones de que sea titular o sean gestionadas o explotadas por éste”, añadiendo el párrafo siguiente la posibilidad de que el Consejo Rector pueda liberar al socio, cuando exista causa justificada, del cumplimiento de la referida obligación atendiendo a las circunstancias que concurran en cada caso, fijando un plazo de 10 días desde la solicitud en el que, si no ha recibido contestación, se entenderá denegada.
b) Del contenido del escrito presentado el 25 de agosto de 2011 por el solicitante de arbitraje (Doc. Nº 7 de los aportados con la demanda), mediante el que solicitaba la liberación del cumplimiento de la obligación mencionada en el párrafo precedente, se deduce que no todas las fincas que explotaba la comunidad de bienes fueron objeto de arrendamiento. De tal forma se afirma expresamente que “se ha procedido al arrendamiento de parte de las fincas donde desarrollaban su explotación vitícola”, pudiéndose concluir que continuaba manteniendo la gestión y explotación de otras parcelas o de parte de las arrendadas. Este es el motivo fundamental por el que tampoco el resultado de la práctica de la prueba practicada a lo largo del procedimiento y, más concretamente, del contenido del certificado expedido por el Registro Vitivinícola, sirven para acreditar la inexistencia de otras explotaciones distintas a las recogidas en el contrato de arrendamiento que acompaña la solicitud de arbitraje como documento número 8. Es la propia comunidad de bienes, con anterioridad a la apertura del expediente sancionador y previamente a conocer sus consecuencias, la que admite de forma expresa que en el contrato no están recogidas todas las explotaciones de la que es titular sino sólo una parte, manifestación a la que hay que darle mayor relevancia no sólo porque es el propio interesado quien la efectúa, sino también por el momento procedimental en el que se produce.   
c) Por último, el artículo 17.f) de los Estatutos Sociales califica como falta muy grave la no participación del socio en la actividad cooperativizada, disponiendo el artículo 18 que podrá acarrear la sanción de expulsión.
A la vista de lo anterior, con independencia de que existan otros supuestos de socios arrendadores de sus explotaciones que no han sido sancionados, e incluso dejando al margen el análisis de si existe entre ellos y el que nos ocupa una identidad absoluta de hechos y circunstancias, es evidente que no existe vulneración del derecho de igualdad. Tal y como se indicó anteriormente, no existe posibilidad de reclamar un trato igualitario fuera de la legalidad y, en el presente caso, queda suficientemente acreditada la comisión de la infracción que se imputa.
SÉPTIMO: Se alega también por el solicitante de arbitraje indefensión al no haberse practicado la prueba por él propuesta durante la tramitación del expediente sancionador. En concreto, denuncia la falta de aportación por parte de la cooperativa de dos documentos solicitados: copia del registro vitícola que consta en la cooperativa respecto de la comunidad de bienes sancionada, así como copia de todas la resoluciones sancionadoras realizadas en los últimos años por los mismos hechos que se imputan a la entidad XXXXX Pero resulta llamativo que se alegue indefensión por este motivo cuando la propia cooperativa reconoce que esos documentos no se pueden aportar porque no existen. Es decir, no es que de forma voluntaria se hayan dejado de incorporar al expediente sancionador, sino que abiertamente reconoce la entidad demandada la imposibilidad de aportarlos. La inexistencia de esos documentos puede acarrear otro tipo de valoraciones o consecuencias, pero en ningún caso la de indefensión.

No obstante lo indicado en el párrafo precedente, y respecto de la tramitación del expediente sancionador, es necesario decir que tras su examen puede afirmarse que el solicitante de arbitraje ha sido informado de los hechos que se le imputaban, ha tenido acceso en todo momento al expediente incoado, ha sido conocedor de las pruebas practicadas y de su resultado y, por último, también ha tenido oportunidad de realizar alegaciones en tiempo y forma. En consecuencia, con todos esos datos obrando en el expediente arbitral, no es posible admitir que se le haya situado al reclamante en situación de indefensión alguna. 
OCTAVO: Por último, respecto del contrato de arrendamiento aportado por el solicitante de arbitraje, es necesario prestar más atención a la verdadera intención de las partes que a la forma del mismo propiamente dicha. Expresado de otro modo, de lo que se trata es de comprobar si –a la vista de la documentación que obra en el expediente arbitral- se buscaba otra finalidad distinta con la formalización del contrato de arrendamiento, concediéndole a éste un mero carácter ficticio y siendo en realidad otro el resultado que se perseguía frente a terceros.

En el presente caso existen indicios que pudieran servir para constatar que con la firma del contrato de arrendamiento que nos ocupa  se ha intentado ocultar la verdadera intención de quienes lo celebraron, la cual realmente era no aportar la producción de uva de las explotaciones de las que era titular. Bien es cierto que a esta conclusión se llega exclusivamente a través de presunciones y no por la existencia de una prueba directa pero, lógicamente, al perseguir las partes firmantes del contrato intención distinta a la que aparentemente demostraban, la única forma de llegar a aquélla es a través de meros indicios y del análisis de otros datos que pueden exteriorizar esa verdadera intención.

A la conclusión antes apuntada se llega una vez analizado el itinerario cronológico de todas las actuaciones llevadas a cabo, vinculándolas también a las que obran en el expediente arbitral AR-51/2012 con el que este procedimiento está íntimamente relacionado. En consecuencia, los indicios que se han tenido en cuenta pueden quedar resumidos en los siguientes:
1. Con fecha 25 de febrero de 2010 D. XXXXX solicitó su baja voluntaria como socio de la entidad demandada por su disconformidad con los acuerdos relativos a la forma de desarrollar distintas ampliaciones del capital social. Dicha baja -pese a que fue calificada como justificada- y las consecuencias que de ella derivaron dieron lugar a la apertura y tramitación del procedimiento arbitral 51/2012, resuelto mediante Laudo de fecha 5 de agosto de 2013.
2. Consta como documento nº 1 de los que acompañan a la demanda el contrato por el que D. XXXXX vende y transmite su participación en la comunidad de bienes XXXXX., rubricado con fecha 26 de abril de 2011.
3. Parece evidente, atendiendo a los apellidos de la mayor parte de los comuneros de XXXXX, que entre ellos existe algún tipo de parentesco. Por tanto, la relación entre ellos va más allá de la mera pertenencia a la entidad que nos ocupa.
4. Consta como documento nº 8 el contrato de arrendamiento firmado entre XXXXX, y D. XXXXX, rubricado tan sólo dos días después de que procediera a la transmisión de su participación en la comunidad de bienes, concretamente el 28 de abril de 2011. 
5. No es hasta cuatro meses después, concretamente el 25 de agosto de 2011, cuando la comunidad de bienes que nos ocupa pone en conocimiento de la cooperativa la celebración del contrato de arrendamiento, estando ya incluso iniciada la campaña vitivinícola 2011-2012 (dio comienzo el 1 de agosto anterior). 
6. De forma llamativa, la liquidación por Actos Jurídicos Documentados tanto del arrendamiento como de la transmisión de participaciones de la comunidad de bienes efectuada por D. XXXXX se produjo el mismo día en el que se puso en conocimiento de la cooperativa, es decir, el mismo 25 de agosto de 2011. De este último dato puede concluirse sin demasiado esfuerzo que la fecha tanto del contrato de arrendamiento como de la transmisión de las participaciones de la comunidad de bienes bien pudo producirse en un momento posterior al que consta como fecha en los referidos documentos. 
En definitiva, todas estas circunstancias apreciadas en su conjunto (no aisladamente) son suficientes para llegar a la conclusión de que la firma del contrato de arrendamiento que nos ocupa formaba parte en su día de un plan urdido por XXXXX y por D. XXXXX (una vez que éste había dejado de formar parte de la cooperativa demandada) para evitar que la primera se viese obligada a aportar toda la producción de uva proveniente de sus explotaciones en la campaña 2011-2012.

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente
LAUDO ARBITRAL
Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX” y, en consecuencia, declarar ajustada a derecho la sanción de expulsión acordada por el Consejo Rector de la Cooperativa con fecha 23 de diciembre de 2011, ratificada en la Asamblea General de fecha 16 de junio de 2012. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 7 de noviembre de 2013
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
AR-52/2012
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